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básica estatal, por sus Estatutos y, en su caso, por el 
reglamento de régimen interior.

Artículo 6. Relaciones con la Administración.

En sus aspectos institucionales y corporativos, el 
Colegio Profesional de Doctores y Licenciados en Bellas 
Artes y Profesores de Dibujo de Aragón se relacionará con 
la Administración de la Comunidad Autónoma a través 
del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucio-
nales. En los aspectos relativos a los contenidos propios 
de su profesión, se relacionará con el Departamento 
correspondiente por razón de la materia.

Disposición adicional única. Funciones del Consejo de 
Colegios de Doctores y Licenciados en Bellas Artes y 
Profesores de Dibujo de Aragón.

El Colegio Profesional de Doctores y Licenciados en 
Bellas Artes y Profesores de Dibujo de Aragón, que tiene 
el carácter de general por extenderse al territorio de toda 
la Comunidad Autónoma de Aragón, asume las funciones 
reconocidas a los Consejos de Colegios de Aragón en la 
Ley 2/1998, de 12 de marzo, de colegios profesionales de 
Aragón.

Disposición transitoria primera. Personalidad jurídica y 
capacidad de obrar.

El Colegio Profesional de Doctores y Licenciados en 
Bellas Artes y Profesores de Dibujo de Aragón tendrá per-
sonalidad jurídica desde la entrada en vigor de la presente 
Ley, y capacidad de obrar una vez constituidos sus órga-
nos de gobierno.

Disposición transitoria segunda. Aprobación de los 
estatutos provisionales.

En el plazo de seis meses contados a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley, la Delegación de 
Aragón del Colegio Oficial de Doctores y Licenciados en 
Bellas Artes y Profesores de Dibujo de Cataluña convo-
cará una asamblea general extraordinaria, que tendrá el 
carácter de asamblea constituyente del Colegio Profesio-
nal de Doctores y Licenciados en Bellas Artes y Profesores 
de Dibujo de Aragón, en la cual se aprobarán los estatutos 
del colegio, de acuerdo con lo previsto en la Ley 2/1998, 
de 12 de marzo, de colegios profesionales de Aragón, y en 
el Decreto 258/2002, de 30 de abril, y se procederá a la 
elección de las personas que ocuparán los cargos en el 
órgano del gobierno colegial.

Disposición transitoria tercera. Aprobación de los esta-
tutos definitivos.

Los estatutos del colegio aprobados por la asamblea 
constituyente serán remitidos al Departamento de Presi-
dencia y Relaciones Institucionales, cuyo titular, previa 
calificación de legalidad por el órgano competente del 
Departamento, ordenará su inscripción en el Registro de 
colegios profesionales y de Consejos de Colegios de 
Aragón y su publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

Disposición final única. Habilitación de desarrollo regla-
mentario y entrada en vigor.

Se faculta al Gobierno de Aragón para aprobar las 
normas reglamentarias de desarrollo de la presente Ley, 
que entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial de Aragón.

Así lo dispongo a los efectos del artículo 9.1 de la 
Constitución y los correspondientes del Estatuto de Auto-
nomía de Aragón.

Zaragoza, 10 de octubre de 2005.

 MARCELINO IGLESIAS RICOU,
 Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Aragón» número 127, de 26 de octubre 
de 2005) 

 18451 LEY 9/2005, de 10 de octubre, de creación del 
Colegio Profesional de Educadoras y Educado-
res Sociales de Aragón.

En nombre del Rey y como Presidente de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón, promulgo la presente Ley, 
aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique 
en el «Boletín Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial 
del Estado», todo ello de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 20.1 del Estatuto de Autonomía.

PREÁMBULO

El Estatuto de Autonomía de Aragón, en su artículo 
35.1.22.ª, texto reformado por la Ley Orgánica 5/1996, de 
30 de diciembre, atribuye a la Comunidad Autónoma la 
competencia exclusiva sobre «colegios profesionales y 
ejercicio de las profesiones tituladas».

En ejercicio de dicha competencia, las Cortes de 
Aragón aprobaron la Ley 2/1998, de 12 de marzo, de cole-
gios profesionales de Aragón, por la que se regulan los 
colegios profesionales cuyo ámbito territorial esté com-
prendido exclusivamente dentro del territorio de la 
Comunidad Autónoma de Aragón.

El artículo 8 del citado texto legal regula el procedi-
miento para la creación de colegios profesionales con 
ámbito de actuación en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, que se realizará mediante ley de 
las Cortes de Aragón.

El Decreto 158/2002, de 30 de abril, regula los procedi-
mientos para la creación de colegios profesionales y de 
Consejos de Colegios de Aragón, y la organización y fun-
cionamiento del Registro de colegios profesionales y de 
Consejos de Colegios de Aragón, habiéndose observado 
el trámite establecido en el mismo conducente a la crea-
ción del Colegio Profesional de Aragón a que se refiere la 
presente norma.

La Asociación Profesional de Educadores Sociales de 
Aragón ha solicitado la creación del Colegio Profesional 
de Educadoras y Educadores Sociales de Aragón, concu-
rriendo en tal sentido la petición de la mayoría acreditada 
de los profesionales interesados y apreciándose interés 
público para la creación del colegio aragonés, por cuanto 
la Comunidad Autónoma debe garantizar, en la medida de 
sus competencias, el ejercicio de las profesiones y activi-
dades profesionales colegiadas en el territorio aragonés, 
de conformidad con lo dispuesto en las leyes.

Convertir la profesión del educador social en una pro-
fesión colegiada en nuestra Comunidad Autónoma per-
mitirá dotar a estos profesionales de una organización 
capaz de velar por sus intereses y ordenar el ejercicio de 
la profesión, lo que se entiende como una garantía para 
todos los sectores sociales a los que se dirigen sus inter-
venciones.

La Ley de colegios profesionales de Aragón dispone, 
en su art. 11, que únicamente podrá crearse un nuevo 
colegio profesional respecto a aquellas profesiones para 
cuyo ejercicio se exija estar en posesión de un título aca-
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démico oficial, y a aquellas actividades profesionales 
cuyo ejercicio esté condicionado a la posesión de un título 
oficial que acredite la capacitación necesaria y habilite 
legalmente para su ejercicio.

El Real Decreto 1420/1991, de 30 de agosto, establece 
el título universitario oficial de Diplomado en Educación 
Social, cuya posesión, a partir de la creación del colegio, 
será obligatoria para el ejercicio en Aragón de la profe-
sión de educador social, así como estar incorporado al 
colegio profesional que se crea, salvo los funcionarios y el 
personal laboral de las administraciones públicas en Aragón.

No obstante, con anterioridad a la creación del título, 
la profesión de educador social venía siendo desempe-
ñada por otros profesionales a los que también se les 
debe reconocer el derecho a integrarse en el colegio que 
se crea.

En virtud de lo expuesto, y considerando que concu-
rren razones de interés público en la existencia del Cole-
gio Profesional de Educadoras y Educadores Sociales de 
Aragón, se procede, mediante la presente Ley, a la crea-
ción del referido colegio.

Artículo 1. Constitución y naturaleza jurídica.

Se crea el Colegio Profesional de Educadoras y Educa-
dores Sociales de Aragón, como corporación de Derecho 
público con personalidad jurídica propia y plena capaci-
dad de obrar para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 2. Ámbito territorial.

El Colegio Profesional de Educadoras y Educadores 
Sociales de Aragón tiene su ámbito de actuación en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón.

Artículo 3. Ámbito personal.

Podrán integrarse en el Colegio Profesional de Educa-
doras y Educadores Sociales de Aragón quienes posean 
el título académico oficial de Diplomado en Educación 
Social establecido en el Real Decreto 1420/1991, de 30 de 
agosto, así como aquellos que se encuentren en alguno 
de los supuestos contemplados en la disposición transito-
ria tercera, previa la correspondiente habilitación.

Artículo 4. Obligatoriedad de la colegiación.

La previa incorporación al Colegio Profesional de Edu-
cadoras y Educadores Sociales de Aragón será requisito 
necesario para el ejercicio de esta profesión en la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, sin perjuicio de lo estable-
cido en la legislación de colegios profesionales de Aragón 
y en la legislación básica estatal.

Artículo 5. Normativa reguladora.

El Colegio Profesional de Educadoras y Educadores 
Sociales de Aragón se regirá por la normativa de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón en materia de colegios profe-
sionales, por la legislación básica estatal, por sus estatu-
tos y, en su caso, por el reglamento de régimen interior.

Artículo 6. Relaciones con la Administración.

En sus aspectos institucionales y corporativos, el 
Colegio Profesional de Educadoras y Educadores Sociales 
de Aragón se relacionará con la Administración de la 
Comunidad Autónoma a través del Departamento de Pre-
sidencia y Relaciones Institucionales. En los aspectos 
relativos a los contenidos propios de su profesión, se rela-

cionará con el Departamento correspondiente por razón 
de la materia.

Disposición adicional única. Funciones del Consejo de 
Colegios de Educadoras y Educadores Sociales de 
Aragón.

El Colegio Profesional de Educadoras y Educadores 
Sociales de Aragón, que tiene el carácter de general por 
extenderse al territorio de toda la Comunidad Autónoma 
de Aragón, asume las funciones reconocidas a los Conse-
jos de Colegios de Aragón en la Ley 2/1998, de 12 de 
marzo, de colegios profesionales de Aragón.

Disposición transitoria primera. Personalidad jurídica y 
capacidad de obrar.

El Colegio Profesional de Educadoras y Educadores 
Sociales de Aragón tendrá personalidad jurídica desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, y capacidad de obrar 
una vez constituidos sus órganos de gobierno.

La Asociación de Educadores Sociales de Aragón 
designará una Comisión Gestora, integrada por cinco 
miembros que reúnan los requisitos establecidos en el 
artículo 3 o en la disposición transitoria tercera de la pre-
sente Ley, que actuará como órgano de gobierno provi-
sional del colegio, con arreglo a los términos establecidos 
en la normativa transitoria de esta Ley.

Disposición transitoria segunda. Procedimiento de 
aprobación de los estatutos y asamblea constitu-
yente.

1. En el plazo de seis meses a partir de la entrada en 
vigor de la presente Ley, la Comisión Gestora deberá 
aprobar unos estatutos provisionales del Colegio Profe-
sional de Educadoras y Educadores Sociales de Aragón, 
en los que se regulará la forma de convocatoria y el fun-
cionamiento de la asamblea constituyente del colegio.
A ella deberán ser convocados quienes posean alguna de 
las titulaciones a que se refieren el artículo 3 y la disposi-
ción transitoria tercera de la presente Ley. Dicha convoca-
toria deberá publicarse con una antelación mínima de 
quince días en el Boletín Oficial de Aragón y en un perió-
dico de cada una de las provincias aragonesas.

2. La asamblea constituyente deberá aprobar los 
estatutos definitivos y elegir a los miembros de los órga-
nos de gobierno del colegio.

3. Los estatutos del colegio aprobados por la asam-
blea constituyente serán remitidos al Departamento de 
Presidencia y Relaciones Institucionales, cuyo titular, pre-
via calificación de legalidad por el órgano competente del 
Departamento, ordenará su inscripción en el Registro de 
colegios profesionales y de consejos de colegios de 
Aragón y su publicación en el Boletín Oficial de Aragón. 
Junto con dichos estatutos, deberá enviarse una certifica-
ción del acta de la asamblea constituyente.

Disposición transitoria tercera. Integración en el colegio 
profesional.

Podrán integrarse en el Colegio Profesional de Educa-
doras y Educadores Sociales de Aragón los profesionales 
que, trabajando en el campo de la educación social, se 
encuentren dentro de alguno de los supuestos que se 
contemplan a continuación y soliciten su habilitación pro-
fesional con las acreditaciones correspondientes dentro 
de los dieciocho meses siguientes a la fecha de entrada en 
vigor de la presente Ley:

1.º Poseer una formación universitaria de licencia-
tura o diplomatura iniciada con anterioridad al curso aca-
démico 2001-2002, así como un mínimo de tres años de 
experiencia profesional en tareas y funciones propias de 
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la educación social, acreditadas fehacientemente, en los 
quince años anteriores a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley.

2.º Poseer estudios específicos de un mínimo de tres 
años en el ámbito de la educación social, iniciados antes 
del curso académico 2001-2002, así como tres años de 
experiencia profesional con dedicación plena o principal 
en tareas y funciones propias de la educación social, acre-
ditadas fehacientemente, dentro de los quince años ante-
riores a la entrada en vigor de la presente Ley.

3.º Tener capacidad profesional práctica y ocho años 
de dedicación plena o principal a las tareas y funciones 
propias de la educación social, acreditadas fehaciente-
mente, en los veinte años anteriores a la entrada en vigor 
de la presente Ley.

Disposición final única. Habilitación de desarrollo regla-
mentario y entrada en vigor.

Se faculta al Gobierno de Aragón para aprobar las 
normas reglamentarias de desarrollo de esta Ley, que 
entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial de Aragón.

Así lo dispongo a los efectos del artículo 9.1 de la 
Constitución y los correspondientes del Estatuto de Auto-
nomía de Aragón.

Zaragoza, 10 de octubre de 2005.

 MARCELINO IGLESIAS RICOU,
 Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Aragón» número 127, de 26 de octubre 
de 2005 

COMUNIDAD DE MADRID
 18452 LEY 3/2005, de 23 de mayo, por la que se 

regula el ejercicio del derecho a formular ins-
trucciones previas en el ámbito sanitario y se 
crea el registro correspondiente.

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD DE MADRID

Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado 
la presente Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

La Constitución española, en sus artículos 1 y 10, reco-
noce, sucesivamente, la libertad como valor superior de 
su Ordenamiento Jurídico, la dignidad de la persona y el 
libre desarrollo de la personalidad como fundamento del 
orden político y la paz social. Se recoge en dicha norma 
fundamental, asimismo, el marco competencial que 
corresponde al Estado y a las Comunidades Autónomas, 
de acuerdo con la distribución señalada en los artícu-
los 148.1.21 y 149.1.16 y 17.

En este marco competencial, el Estatuto de Autono-
mía de la Comunidad de Madrid atribuye, en sus artícu-
los 27.4 y 5, a la Comunidad de Madrid la competencia de 
desarrollo legislativo, la potestad reglamentaria y de eje-
cución en materia de sanidad e higiene y de coordinación 
hospitalaria en general, y en su artículo 28.1.1 la ejecución 
de la legislación del Estado en materia de gestión de la 
asistencia sanitaria de la Seguridad Social.

El Convenio del Consejo de Europa para la protección 
de los derechos humanos y la dignidad del ser humano 
con respecto a las aplicaciones de la Biología y la Medi-
cina, hecho en Oviedo el 4 de abril de 1997 (en vigor en 
España desde 1 de enero de 2000), establece en su ar-
tículo 9, bajo el epígrafe titulado «deseos expresados 
anteriormente», que serán tomados en consideración los 
deseos expresados anteriormente con respecto a una 
intervención médica por un paciente que, en el momento 
de la intervención, no se encuentre en situación de expre-
sar su voluntad. El citado artículo se encuentra situado 
dentro del Capítulo II, que regula todo lo relativo al con-
sentimiento con carácter general, lo que pone de relieve 
que la expresión anticipada de los deseos forma parte de 
la teoría general del consentimiento informado, si bien se 
trata de un consentimiento previo o, dicho de otra manera, 
de una manifestación de la autonomía prospectiva. En 
definitiva, se requiere haber recibido previamente la 
información adecuada, pudiendo la persona afectada reti-
rar libremente el consentimiento previamente dado.

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, 
reconoce y regula los derechos relativos a la información 
clínica y a la autonomía individual de los pacientes, en 
relación a su estado de salud.

La Ley 12/2001, de 21 de diciembre, de Ordenación 
Sanitaria de la Comunidad de Madrid regula, en su ar-
tículo 28, las instrucciones previas. En síntesis, establece 
dicho derecho a favor de la persona mayor de edad, que 
tenga capacidad y actúe libremente; establece la figura 
del representante; marca los límites de las instrucciones 
previas; exige su constancia por escrito y regula la forma 
de entrega del documento en el centro asistencial, exi-
giendo al médico responsable la constancia en la historia 
clínica de cuantas circunstancias se produzcan en el curso 
de la asistencia en relación con dichas instrucciones.

La Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica regula-
dora, de la autonomía del paciente y de derechos y obliga-
ciones en materia de información y documentación clí-
nica dispone, en su artículo 11, bajo la rúbrica 
«instrucciones previas», que en virtud de dicho docu-
mento una persona mayor de edad, capaz y libre, mani-
fiesta anticipadamente su voluntad, con objeto de que 
ésta se cumpla en el momento en que llegue a situaciones 
en cuyas circunstancias no sea capaz de expresarla perso-
nalmente, sobre los cuidados y el tratamiento de su salud 
o, una vez llegado el fallecimiento, sobre el destino de su 
cuerpo o de los órganos del mismo. Además, añade, el 
otorgante del documento puede designar un represen-
tante para que, llegado el caso, sirva como interlocutor 
suyo con el médico o el equipo sanitario para procurar el 
cumplimiento de las instrucciones previas. El resto de 
dicho artículo 11 se dedica a reconocer la competencia de 
las Comunidades Autónomas en lo que se refiere al pro-
cedimiento adecuado para garantizar su cumplimiento; 
establecer su constancia siempre por escrito; determinar 
los límites de aplicación de las instrucciones previas; per-
mitir en cualquier momento su revocación y prever la 
creación en el Ministerio de Sanidad y Consumo de un 
registro nacional, previo acuerdo del Consejo Interterrito-
rial del Sistema Nacional de Salud.

La presente Ley, por la que se regulan las instruccio-
nes previas y se crea el registro correspondiente, tiene en 
cuenta todos los antecedentes normativos previamente 
citados, procurando llevar a cabo un texto armónico que 
sirva a la ciudadanía madrileña para el correcto ejercicio 
del derecho a la autonomía individual de los pacientes en 
lo relativo a su salud. A tal efecto, se define con claridad 
su objeto, el respeto a las mencionadas instrucciones y 
los requisitos de capacidad, forma, destinatario, así como 
la designación de representante y la modificación, susti-
tución y revocación.

Sin perjuicio de que corresponda al otorgante deter-
minar el alcance de sus deseos, se define parte del conte-


